
Análisis

MADRID
Castellana, 216
28046 Madrid
Tel.: (34) 91 582 91 00

BARCELONA
Diagonal, 640 bis
08017 Barcelona
Tel.: (34) 93 415 74 00

BILBAO
Alameda Recalde, 36
48009 Bilbao
Tel.: (34) 94 415 70 15

MÁLAGA
Marqués de Larios, 3
29015 Málaga
Tel.: (34) 952 12 00 51

VALENCIA
Gran Vía Marqués
del Turia, 49
46005 Valencia
Tel.: (34) 96 351 38 35

VIGO
Colón, 36
36201 Vigo
Tel.: (34) 986 44 33 80

BRUSELAS
Avenue Louise, 267
1050 Bruselas
Tel.: (322) 231 12 20

LONDRES
Five Kings House
1 Queen Street Place
EC 4R 1QS Londres
Tel.: +44 (0) 20 7329 5407

LISBOA
Avenida da Liberdade, 131
1250-140 Lisboa
Tel.: (351) 213 408 600

www.gomezacebo-pombo.com

1SEPTIEMBRE 2011

&

En la UE existen legislaciones cuyas normas 
resultan para los deudores insolventes más 
ventajosas que la española y que proporcio-
nan procedimientos más rápidos y dinámicos 
que aquella para el desarrollo del concurso, lo 
que puede llevar a ciertos deudores insolven-
tes a considerar la posibilidad de beneficiarse 
de tales legislaciones. Puesto que el criterio 
para determinar el tribunal competente- y  a 
partir de él la ley concursal aplicable, que es 
la de dicho tribunal- en el ámbito europeo es 
el del centro de los intereses principales del 
concursado, un traslado de éste bastará para 
modificar todo el marco normativo en el que 
se mueve la insolvencia.   

El artículo 3.1 del Reglamento sobre Pro-
cedimientos de Insolvencia (RPI) prevé que 
“tendrán competencia para abrir el proce-
dimiento de insolvencia los tribunales del 
Estado miembro en cuyo territorio se sitúe 
el centro de los intereses principales del 
deudor. Respecto de la sociedades y per-
sonas jurídicas, se presumirá que el centro 
de los intereses principales es, salvo prue-
ba en contrario, el lugar de su domicilio so-
cial”. Por “centro de intereses principales” 
se entiende “el lugar donde el deudor lleve 
a cabo de manea habitual la administración 
de sus intereses y que, por consiguiente, 
puede ser averiguado por terceros” (Cdo. 
13), siendo el concepto de domicilio social 
utilizado por la presunción equivalente a do-
micilio estatutario. La presunción contenida 
en este artículo admite prueba en contrario, 
lo que significa que la divergencia entre las 
conexiones reales y las formales de la so-

ciedad con un determinado Estado se resol-
verá a favor de las primeras. Sin embargo, 
mientras no existan suficientes elementos 
de prueba en contra, se debe tomar como 
cierta la proposición legal indicada por la 
presunción (STJUE de 2 de mayo de 2006, 
Eurofood, C-341/04).  

El momento procesal relevante para fijar 
la competencia judicial internacional es 
el de la solicitud de apertura del proce-
dimiento de insolvencia.  Si una sociedad 
traslada su domicilio en un momento inmedia-
tamente anterior son los tribunales del nuevo 
domicilio los competentes para conocer del 
concurso, sin que sea necesario que transcu-
rra un plazo de tiempo determinado entre el 
traslado y la solicitud de concurso para que 
el nuevo domicilio sirva de fundamento de la 
competencia judicial internacional.

No obstante, no basta un traslado for-
mal, sino que es necesario que la nueva 
localización esté basada en datos reales 
y que desde ella el deudor lleve a cabo la 
administración de sus intereses de ma-
nera habitual. Esto significa que, además 
de completar los trámites necesarios, desde 
el punto de vista societario, para la eficacia 
del traslado, cabe entender que es necesario 
que desde el nuevo domicilio se administre 
efectivamente la sociedad y que, además, 
los terceros puedan tener esa percepción. En 
caso contrario, es posible que se desvirtúe la 
presunción a favor del nuevo domicilio y se 
considere que el centro de los intereses prin-
cipales sigue situado en el anterior.

Traslado del domicilio de una sociedad española
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¿Cuándo es eficaz desde la perspectiva 
concursal el traslado de domicilio?

Para la eficacia concursal del traslado lo re-
levante no es tanto que la sociedad tenga su 
centro de actividades económicas en el nuevo 
Estado, sino que desde allí administre sus 
intereses y que esa sea la percepción de 
quienes se relacionan con ella.

A ese respecto puede resultar particularmen-
te relevante la constancia registral del tras-
lado de domicilio, de manera que, si éste ha 
sido acordado por la Junta de la sociedad, con 
la correspondiente modificación de los Esta-
tutos, pero el traslado no ha sido todavía ins-
crito en el registro del Estado “de acogida”, 
de manera que no es verificable por terceros, 
éste puede ser un indicio en contra de la pre-
sunción de coincidencia entre el nuevo domi-
cilio y el centro de los intereses principales 
(sentencia de la Corte di Casazzione de Italia 
de 8 de mayo de 2009). 

De lo anterior no se puede concluir que la 
inscripción por sí sola sea suficiente: es ne-
cesario que, además, la sociedad se adminis-
tre desde el nuevo Estado- porque desde él 
se adopten las decisiones relevantes para su 
funcionamiento, entendiendo en principio que 
eso ocurre si es en ese Estado donde se loca-
liza el órgano de administración de la socie-
dad, si bien, en función de las circunstancias 
de hecho, esta percepción acerca del lugar 
de administración puede verse modificada- y 
podría incluso resultar exigible un arraigo mí-
nimo en el Estado al que se ha producido el 
traslado, que se manifestaría a través de la 
realización en el mismo de cierta gestión de 
la actividad social.

Frente a lo anterior, el art. 10.1 de la Ley Con-
cursal española (LCon), tras establecer una 
regla de competencia, con alcance internacio-
nal y territorial, similar a la del art. 3.1 del 
RPI, prevé que “será ineficaz a estos efectos 
el cambio de domicilio efectuado en los seis 
meses anteriores a la solicitud del concurso”.  

La aplicabilidad de este precepto en el ámbito 
internacional intracomunitario es nula. La re-
gla de la LCon sólo puede ser entendida con 
efectos internos, es decir, una vez determina-
da la competencia internacional de los Tribu-
nales españoles y para resolver discrepancias 
en cuanto a la competencia territorial de uno 
u otro tribunal español.

Por otra parte, los artículos 92 y siguientes 
de la Ley 3/2009, de 3 de abril, sobre mo-
dificaciones estructurales de las sociedades 
mercantiles (LME) permiten el traslado al 
extranjero del domicilio estatutario (que se 
encuentra en la base de la presunción del 
artículo 3.1 del RPI), con mantenimiento de 
la personalidad jurídica, de sociedades mer-
cantiles inscritas y constituidas conforme a la 
ley española, salvo que se trate de  socieda-
des en liquidación o que se encuentren en 
concurso de acreedores. Esta referencia al 
concurso parece que debe ser interpretada 
como la prohibición de traslado de las socie-
dades respecto de las que ya se ha iniciado el 
procedimiento concursal, sin que esté claro si 
basta la solicitud o debe haberse declarado 
ya el concurso y no se aplica a aquellos casos 
en los que, aún dándose los presupuestos del 
concurso, no se ha solicitado éste.

¿Qué tribunal puede valorar la eficacia 
del traslado a efectos concursales?

Del tenor literal del RPI resulta que los tribu-
nales de cualquier Estado miembro ante los 
que se presente la solicitud de declaración de 
concurso pueden decidir sobre la eficacia a 
efectos concursales del traslado de sede y no 
sólo los del Estado de la nueva sede estatu-
taria (así lo ha entendido también la Corte 
di Casazzione de Italia en la sentencia cita-
da, pese a existir alguna opinión doctrinal en 
contra). Eso significa que si, domiciliada una 
sociedad en España, traslada su domicilio a 
otro Estado y tras ello se solicita su concurso 
ante un tribunal español, éste podrá valorar si 
dicho traslado reúne los requisitos necesarios 
para producir un desplazamiento del centro 
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de los intereses principales del deudor con la 
consiguiente modificación de la competencia 
judicial internacional para declarar el concur-
so y, si llega  a la conclusión de que no es así, 
afirmar su competencia. 

Conclusiones: (i) el traslado de domicilio 
anterior a la solicitud de concurso es posible, 
con la consecuencia de que serán competen-
tes para declarar el concurso las autoridades 
del Estado del nuevo domicilio. No obstante, 
la presunción de coincidencia  entre domi-
cilio y centro de intereses principales pue-
de verse desvirtuada, por lo que el traslado, 
para ser eficaz a efectos de modificación de 
la competencia, deberá responder a elemen-
tos reales y no puramente formales; (ii) la 

regla del artículo 10.1, 2ª in fine de la LCon 
no tiene alcance internacional intracomuni-
tario. En ausencia de jurisprudencia al res-
pecto, existe, no obstante, el riesgo de una 
interpretación errónea de este precepto por 
los tribunales españoles; (iii) la LME no per-
mite el traslado del domicilio de sociedades 
que se encuentren en concurso de acreedo-
res, sin que esté claro si ese concurso debe 
haber sido declarado o si basta con que se 
haya producido la solicitud del mismo; (iv) el 
tribunal ante el que se presenta la solicitud 
de concurso, sea el de la nueva sede, sea el 
de la anterior, es competente para valorar 
los efectos del traslado del domicilio social 
sobre la competencia judicial internacional 
en materia de concurso. 


